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I. Introducción

La problemática de la desvalori-
zación monetaria y la pérdida 
del poder adquisitivo de la mo-

neda han pasado por distintas etapas 
en nuestro país.

Desde mediados del siglo XX, los pro-
cesos inflacionarios fueron una cons-
tante en la economía nacional. Cuando 
hablamos de inflación, nos referimos 
al “aumento sostenido del nivel general 
de precios” que se caracteriza por la 
abundancia general y excesiva de cir-
culante monetario1.

Claramente, el efecto económico de 

este fenómeno afecta la aptitud del 
dinero como instrumento de pago.

Los períodos de altos índices infla-
cionarios, derivaron en estados de 
profunda perturbación económica, 
social y política.

A fin de resguardar a la sociedad de 
los efectos nocivos de la inflación, se 
han utilizado diversos mecanismos 
destinados a preservar la intangibili-
dad del capital.

Luego de la hiperinflación de los 
años 1989-1990, se llevaron a cabo 
importantes reformas legislativas 
en materia económica y monetaria, 

acompañadas del dictado de leyes 
de emergencia.

En el año 1991 se dictó la Ley de Con-
vertibilidad N° 23.928, que consagró 
un sistema nominalista rígido, com-
pletado con la prohibición de repoten-
ciación de deudas2. Este impedimento 
legal subsiste hasta nuestros días. 

A partir de esas reformas, se inició 
una década de estabilidad económica 
(1992-2002).

En el año 2002, se abandonó el régi-
men de convertibilidad, no obstante lo 
cual, se ratificó el principio nominalis-
ta (art. 4 de la Ley N° 25.561)3.

El presente trabajo se propone realizar un repaso de las posturas más 
relevantes asumidas por la doctrina y jurisprudencia en etapas en las 
que recrudecieron los procesos inflacionarios en nuestro país, a fin de 
preservar la integridad de indemnizaciones y condenas. En ese reco-
rrido, emerge como hilo conductor el principio de realidad económica 
a la hora de decidir la procedencia de pedidos de actualización o ajuste.  
Nos detendremos en dos supuestos concretos que suelen presentar-
se en la realidad tribunalicia, relacionados con el límite de cobertura 
asegurativa y la posibilidad de actualizar cuando se encuentra involu-
crada la cosa juzgada. Finalmente, haremos una breve referencia a las 
figuras que pueden coadyuvar a preservar la justicia de las decisiones, 
prevaleciendo el principio de realidad económica.
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II. Nominalismo vs. Valorismo

Las fluctuaciones del valor del dinero 
llevaron a contraponer dos concepcio-
nes respecto al modo de cancelación 
de las obligaciones. El nominalismo, 
utilizado para deudas dinerarias, pos-
tula: “el valor de la moneda no es rele-
vante si el monto de la obligación en di-
nero es fijo, con lo que el pago de la suma 
nominal resulta idóneo para la cancela-
ción de la obligación”4. Ello, cualquiera 
hubiere sido el deterioro o la pérdida 
sufrida por la moneda desde el instan-
te en que nació la obligación hasta el 
momento en que se pague5.

Se ha sostenido, en apoyo a esta pos-
tura, que cualquier desviación de di-
cho principio, llevaría necesariamen-
te a un impacto inflacionario.

Para contrarrestar los efectos noci-
vos del nominalismo en épocas de 
alta inflación, se ha recurrido al con-
cepto de “deuda de valor”. Así, “la ex-
tensión de las obligaciones dinerarias 
no se determina por su valor nominal, 

sino en función del poder adquisitivo de 
la moneda”6, por ser “representativas 
de un valor constante, expresado en 
términos monetarios, debían ser ‘ajus-
tadas’ en el momento de su cancelación 
o pago para compensar el deterioro o 
depreciación de la moneda corriente”7.

Sostienen Ramón Pizarro y Carlos 
Vallespinos: “Frente a un fenómeno 
inflacionario significativo, el valorismo 
se presenta como la vía más justa y 
adecuada de medir la extensión de las 
deudas dinerarias. Cuando los niveles 
inflacionarios decrecen y se sitúan en 
términos tolerables, su manutención no 
se justifica y, en tales circunstancias, el 
régimen nominalista se presenta como 
el más adecuado, sencillo y cómodo”8. 
Por su parte, Juan José Casiello y 
Eduardo Méndez Sierra, sostienen 
que: “... no se utilizará la categoría de 
deuda de valor en una economía estable. 
No habrá necesidad de utilizarla. Porque 
las deudas de suma o de cantidad de 
dinero tendrán tanta estabilidad y fijeza 
en su objeto, como la estabilidad y fijeza 
que se predica de las deudas de valor”9.

En el mismo sentido, Daniel Vítolo: 
“… desde los procesos inflacionarios 
bruscos cuyo origen se remonta a 
1975 hasta 1991, en forma paula-
tina pero firme, el valorismo se im-
puso como doctrina y la teoría de la 
realidad jurídica, económica y social, 
superior al principio formal nomina-
lista, consagrado por Vélez Sarsfield. 
De ese modo, y a través de fallos dic-
tados en todos los fueros se llegó a la 
consagración del principio, recogido 
por la Corte, de que la indexación no 
es un accesorio del crédito principal, 
ni es un crédito nuevo nacido con pos-
terioridad, sino que es el mismo cré-
dito mantenido en su valor económico 
real en el tiempo, frente al paulatino 
envilecimiento de la moneda”10.

III. La respuesta jurisdiccional 
ante los vaivenes económicos

Desde el Poder Judicial, se han in-
tentado soluciones destinadas a en-
frentar el fenómeno inflacionario y 
resguardar -en mayor o menor medi-
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da- el contenido económico de las sen-
tencias, para que las decisiones adop-
tadas no se vean desnaturalizadas por 
el transcurso del tiempo. En tal come-
tido, los jueces han tomado como pau-
ta orientadora el principio de “realidad 
económica” imperante al momento de 
resolver, con el fin de preservar el “va-
lor justicia” en el caso concreto.

La Corte Suprema de Justicia de la Na-
ción ha abordado la problemática de 
la depreciación monetaria, adoptando 
decisiones que han variado en el tiem-
po según los contextos imperantes en 
el país, y la normativa vigente.

A continuación nos detendremos en el 
análisis de algunos de los precedentes 
jurisprudenciales que reflejan cuáles 
han sido las líneas seguidas por la 
Corte en esos contextos inflacionarios 
a los que hacíamos referencia.

3.1. Durante el proceso inflacionario 
que se desarrolló con anterioridad a 
la entrada en vigencia de la Ley de 
Convertibilidad, el Alto Tribunal Na-

cional permitió la aplicación de meca-
nismos de ajuste, en aquellos casos 
en los que por culpa del deudor mo-
roso, la prestación nominal a su cargo 
disminuía notablemente su valor en 
función de circunstancias no imputa-
bles al acreedor.

Así, en la causa “Vieytes de Fernán-
dez, Juana (Suc.)”, la Corte hizo lugar 
a un pedido de reajuste de crédito 
por depreciación monetaria, al sos-
tener que: “El principio de reparación 
justa e integral… ha de entenderse en 
un sentido amplio… de manera que 
permita mantener la igualdad de las 
prestaciones conforme al verdadero 
valor que en su momento las partes 
convinieron y no una numérica equiva-
lencia teórica que ha perdido su origi-
naria medida representativa...”.

Al hilo de tal argumentación, el Máxi-
mo Tribunal dejó expresamente sen-
tado que: “de no actualizarse los cré-
ditos conforme a pautas que equilibren 
los valores tenidos en cuenta en el 
origen de la obligación, no se daría el 

necesario ajuste que exige la justicia, 
pues mientras el derecho del ahora 
deudor fue plenamente satisfecho, el 
del que permaneció acreedor por culpa 
de aquél se vería correspondido sólo en 
ínfima parte”11.

Este criterio se extendió luego a su-
puestos en los que no existía mora 
del deudor: “... en más de cuarenta 
años de economía inflacionaria, con 
algunos picos marcados de 'hiperin-
flación' podremos ver cómo la doc-
trina y la jurisprudencia nuestras, se 
esforzaron por encontrar la solución 
para el reajuste de la deuda de dinero 
aún sin mora del deudor. Se recurrió 
para ello a un verdadero arsenal de 
'remedios' extraídos todos del rico de-
pósito del derecho privado: así se ha 
apelado a la aplicación de la teoría de 
la imprevisión, a la doctrina del abu-
so de derecho, al enriquecimiento sin 
causa, a la equidad, y a los principios 
de buena fe que exigen mantener la 
equivalencia de las prestaciones en el 
contrato bilateral oneroso, a la teoría 
de las bases del negocio, etc., etc.”12.
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Alberto Bianchi, resume diversos ins-
trumentos utilizados por la Corte en 
aquel período para corregir los efec-
tos disvaliosos de la depreciación 
monetaria: “Se ha dicho, por ejemplo 
que: el reajuste de la moneda procede 
para cumplir con el fin de 'afianzar la 
justicia' incluido en el Preámbulo (Fa-
llos 298:466; 300:596; 301:319); la co-
rrección nominal de los valores no cau-
sa agravio a los derechos de las partes, 
sino que reafirma el derecho de propie-
dad, pues lo contrario implicaría reco-
nocer una retribución mermada o con-
fiscatoria (Fallos: 298:519); la cuestión 
de la depreciación económica es mate-
ria de hecho y prueba ajena al recur-
so extraordinario, pero la Corte puede 
conocer por esa vía cuando la ponde-
ración de la realidad económica es dis-
torsionada y cubre sólo aparentemente 
la reparación integral de lo debido (Fa-
llos 299:125 – Rev. La Ley T. 1978-C-62); 
la actualización del monto nominal no 
hace más onerosa la deuda en su ori-
gen, sólo mantiene el valor económico 
real frente al paulatino envilecimiento 
de la moneda (Fallos 299-146)”13. 

3.2. Luego de la crisis del 2001-2002, 
se dispuso la salida del régimen de con-
vertibilidad mediante la Ley Nº 25.561. 
No obstante, el legislador mantuvo el 
régimen nominalista y la prohibición de 
indexación de deudas (art. 4).

En ese marco, y ante un nuevo pro-
ceso inflacionario, la Corte Nacional 
tuvo oportunidad de pronunciarse 
sobre la constitucionalidad de tales 
disposiciones prohibitivas, en la cau-
sa “Santiago Dugan Tocello S.R.L.”14. 
Al efecto, abrió el recurso de queja y 
dejó sin efecto la declaración de in-
constitucionalidad de las normas que 
impedían llevar adelante el ajuste in-
flacionario. Para así decirlo, la Corte 
sostuvo que la cuestión referida a la 
prohibición de reajuste de valores, 
así como cualquier otra forma de re-
potenciación de deudas, era un acto 
reservado al Congreso Nacional por 
disposición constitucional, por ser 
éste el órgano encargado de fijar el 
valor de la moneda.

Destacada doctrina entiende que esta 

postura se sostiene en la medida en 
que se mantengan bajos o nulos nive-
les de inflación15.

Tiempo después, en la causa “Candy 
S.A.”16, el Alto Tribunal, no obstante 
ratificar la constitucionalidad de la 
prohibición de indexar, abrió la posibi-
lidad de analizar si dicho impedimen-
to en el caso concreto, menoscababa 
el límite de razonable imposición.

Expresó que no era función del Poder 
Judicial juzgar sobre el mérito de las 
políticas económicas decididas por 
otros poderes del Estado. Precisó que 
al magistrado, sólo le incumbe pro-
nunciarse sobre si dichas normas, en 
el caso concreto, repugnan o no, los 
principios y garantías contenidos en 
la Constitución Nacional. De allí que, 
conforme a la regla precedentemente 
enunciada, la Corte revocó la sentencia 
impugnada en cuanto había declarado 
la inconstitucionalidad de los preceptos 
referidos, y se detuvo en el análisis de 
los restantes planteos formulados por 
la actora, vinculados con los efectos 
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confiscatorios derivados de la aplica-
ción de dichas normas. Al efecto, dis-
puso que: “para que la confiscatoriedad 
exista, debe producirse una absorción 
por parte del Estado de una porción sus-
tancial de la renta o el capital”.

A la luz de las pautas jurispruden-
ciales reseñadas, el Máximo Tribunal 
arribó a la conclusión de que no co-
rrespondía aplicar, en el caso, la pro-
hibición de la utilización de mecanis-
mos de ajuste por inflación, toda vez 
que la alícuota efectiva a ingresar por 
impuesto a las ganancias insumía a la 
actora “una sustancial porción de las 
rentas obtenidas...”, haciendo especial 
hincapié en la actividad probatoria 
desplegada por la demandante.

3.3. A partir del año 2010, los índices 
inflacionarios se incrementaron pro-
gresivamente. Así las cosas, los crite-
rios sustentados por el Máximo Tribu-
nal, comenzaron a ser confrontados 
con la realidad económica imperante.

No obstante ello, la Corte en la cau-

sa “Massolo Alberto c/Transporte del 
Tejar S.A.”17, convalidó la aplicación 
de las normas que prohibían el ajus-
te por inflación, por entender que las 
cláusulas contractuales invocadas 
por la actora invalidaban su aplica-
ción, en tanto tenían un “inequívoco 
propósito indexatorio”. En tal entendi-
miento, sostuvo que si bien la actua-
lización por depreciación monetaria 
podía constituir una defensa eficaz 
del derecho de propiedad, su perdu-
ración sine die, podría alimentar el fe-
nómeno de la inflación18.

Ariel Ariza, al comentar el fallo, sos-
tuvo que se trata de una decisión ade-
cuada a fin de acompañar la política 
monetaria impuesta por el Congreso 
Nacional. No obstante, apuntó: “no 
estamos ante un nominalismo puro”, 
desde que la prohibición de indexar 
resulta tolerable en la medida en que 
se configuren niveles de inflación es-
tables y moderados, supuesto en el 
que los mecanismos de recomposi-
ción serán indirectos, y, en tal enten-
dimiento, advirtió que: “… en cambio, si 

la marcha económica se orienta hacia 
una aceleración de aumento de precios, 
la regla nominalista irá perdiendo nue-
vamente sus contornos”19.

La doctrina especializada en aquella 
oportunidad, alertó sobre las distor-
siones que provocaba la prórroga in-
definida de las leyes de emergencia, 
poniendo de resalto, que tales disposi-
ciones habían sido dictadas en contex-
tos económicos, financieros, políticos 
y sociales (crisis del año 2002), muy 
distintos a los vigentes en el año 2010.

En este mismo sentido, Noemí Nicolau20 
señaló que para juzgar constitucionales 
las disposiciones de emergencia, era 
necesario establecer términos razo-
nables de vigencia, desde que su man-
tenimiento indefinido y su aplicación 
a contextos económicos tan diversos, 
atentaba contra el principio de equidad 
en las relaciones jurídicas.

En este orden de ideas, postuló que 
debían ser los jueces los encarga-
dos de restablecer -en contextos de 
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“notable iniquidad”- la justicia del 
caso, y, en definitiva, evitar que todo 
el peso de la inflación real recaiga 
sobre los acreedores.

Advirtió además, que era un contra-
sentido, por un lado, admitir la aplica-
ción de tasas activas de interés con el 
argumento de que las mismas tenían 
incorporado algún componente de ac-
tualización monetaria (crit. “Samudio”) 
-admitiendo “acríticamente que la infla-
ción existe”-, y, por el otro, mantener la 
vigencia y aplicación de normas que 
prohíben mecanismos de ajuste para 
sortear los graves efectos de la infla-
ción en las relaciones crediticias.

En este punto, cobra relevancia el 
voto del Ministro Petracchi en el alu-
dido fallo “Massolo”, habida cuenta 
que aporta interesantes herramientas 
para conjurar eventuales situaciones 
de inconstitucionalidad al momento de 
ejecución de la sentencia. En efecto, 
propone que una vez practicada liqui-
dación de acuerdo a las pautas de sen-
tencia, si se advierte que se ha produ-

cido una marcada desproporción que 
vulnera la integridad de la condena, y 
con ello, el derecho de propiedad, el 
acreedor “... pueda recurrir a los instru-
mentos incorporados al Código Civil por 
el derecho moderno –teoría de la impre-
visión, abuso del derecho y frustración 
del fin del contrato – a fin de preservar 
la equidad de la prestación al tiempo de 
su cumplimiento”21. Luego, en lo que 
refiere puntualmente a la tasa de inte-
rés aplicable como remedio para esta 
situación, precisa que: “… deberá ser 
también evaluado por los jueces de la 
causa como una alternativa para evitar 
que los efectos de la depreciación mo-
netaria que tuvo lugar durante la crisis 
económica y financiera, incidan sola-
mente sobre quien fue víctima del daño, 
tema para el cual los magistrados deben 
ponderar los antecedentes del caso y las 
circunstancias económicas del momen-
to para determinar con criterio pruden-
cial el interés aplicable” 22.

En este mismo sentido, en el ámbito 
local, no puede prescindirse del crite-
rio sostenido por el Ministro Gutiérrez 

en la causa “Municipalidad de Santa Fe 
c/Bergagna” del año 2017, al señalar 
que: “... tanto la jurisprudencia como la 
doctrina han reconocido en la tasa de 
interés un remedio para preservar la 
equidad de la prestación al tiempo de 
su cumplimiento, lo que deberá también 
ser evaluado por los jueces de la causa 
como una alternativa para evitar que 
los efectos de la depreciación mone-
taria en épocas inflacionarias incidan 
solamente sobre el crédito alimentario 
que constituyen los honorarios, tema 
para el cual los magistrados deben 
ponderar los antecedentes del caso y 
las circunstancias económicas del mo-
mento para determinar con criterio pru-
dencial el interés aplicable (crit. CSJN 
“Massolo, Alberto José c/ Transporte del 
Tejar S.A., voto del Ministro Petracchi); 
sin desconocer para ello, el máximo es-
tablecido en la propia ley” (del voto del 
Ministro Gutiérrez, el resaltado no se 
encuentra en el original)23.

Como puede extraerse de estos prece-
dentes mencionados, se proponen me-
canismos indirectos de recomposición 
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del capital (a través de la tasa de inte-
rés) ante procesos de deterioro mone-
tario. Se reafirma a su vez, la facultad 
de los jueces, según las circunstancias 
del caso y el contexto económico, para 
determinar dicha tasa.

IV. Principio de realidad 
económica

Como se señaló en los apartados pre-
cedentes, las tasas de interés han 
sido utilizadas por los jueces como un 
remedio para corregir las iniquida-
des que se presentan en las relacio-
nes entre las partes. En esa tarea, se 
ha recurrido a la aplicación de tasas 
variables de interés que -en mayor 
o menor medida- contemplan algún 
componente inflacionario, aunque no 
siempre alcancen para preservar la 
justicia del caso. 

La Corte Nacional, se ha pronuncia-
do, sobre la función de los intereses 
y las tasas aplicables, en numerosos 
precedentes. En el año 2019, en la 

causa “Bonet Patricia c/Experta Ase-
guradora”24, se dio curso a un recurso 
extraordinario, considerando irrazo-
nable la aplicación automática de una 
tasa de interés, sin tomar en conside-
ración si la misma importaba arribar 
a un resultado desproporcionado y 
prescindente de la realidad económi-
ca al momento del pronunciamiento. 
Para así sostenerlo, la mayoría del 
Cuerpo señaló que la tasa aplicada no 
brindaba un “legítimo resarcimiento”, 
en el caso concreto, puesto que el re-
sultado alcanzado se había tornado 
objetivamente injusto.

En base a tales consideraciones, el 
Tribunal afirmó que: “la realidad debe 
prevalecer sobre las abstractas fórmu-
las matemáticas”, y que los magistra-
dos eran los encargados de ponde-
rar de manera concreta el resultado 
alcanzado, mediante la aplicación de 
tasas de interés que resulten razona-
bles y proporcionadas. En suma, ta-
sas que no se aparten de la realidad 
económica imperante al momento del 
dictado de la sentencia.

Más cercano en el tiempo, en la cau-
sa “García Javier c/Ugofé S.A.”25 de 
este año, (25) la Corte revocó la deci-
sión de la Cámara que ordenó aplicar 
la tasa activa del Banco de la Nación 
Argentina (según crit. “Samudio”) 
hasta la entrada en vigencia del Có-
digo Civil y Comercial de la Nación 
(01.08.15), y desde allí hasta la can-
celación total de la deuda, el doble 
de dicha tasa. Para así decidirlo, por 
aplicación de los arts. 768 y 771 C.C. 
y C.N., el Alto Tribunal sostuvo que 
el a quo había violado el principio de 
congruencia, en tanto había modifi-
cado las tasas de interés aplicadas 
por el juez de grado, sin que ello hu-
biera sido materia de agravio, incu-
rriendo así, en exceso de jurisdicción 
e indebida reformatio in pejus en per-
juicio de los demandados.

Si bien la Corte no se pronunció acerca 
de cuál sería la tasa de interés aplica-
ble, mencionó que la Cámara se había 
apartado de lo dispuesto por el art. 
768 inc. c) del C.C. y C.N., al aplicar el 
doble de la tasa activa, sin brindar fun-
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damentos adecuados y suficientes.

Lo relevante de la decisión, reside 
en que abrió una serie de interro-
gantes en la doctrina especializa-
da26 en torno a cuál sería el sentido 
y alcance que debía asignarse a la 
última parte del artículo 768 inc. c) 
del C.C. y C.N., en cuanto a la remi-
sión subsidiaria que formula la nor-
ma a las tasas que fije la reglamen-
tación del Banco Central27 .

Al respecto, en las Jornadas Nacio-
nales de Derecho Civil realizada en 
el año 2015, la opinión mayoritaria 
sostuvo, que la disposición en aná-
lisis no implicaba una delegación de 
facultades al Banco Central para la 
fijación de las tasas de interés, sino 
que siempre era el juez quien debía 
determinar la tasa en el caso con-
creto, sirviendo la reglamentación 
del Banco Central tan sólo como una 
“pauta” utilizada para evitar el dicta-
do de soluciones desproporcionadas 
que prescindan de la realidad econó-
mica del caso28.

Por su parte, la posición minoritaria, 
entendió que la potestad de fijación 
de las tasas, había sido delegada en 
la autoridad monetaria, razón por la 
cual la facultad de los jueces que-
daba circunscripta a los márgenes 
fijados por la mencionada entidad 
bancaria. Luego, dentro de esta po-
sición minoritaria, Ossola ha seña-
lado la existencia de un vacío legal, 
por lo que hasta tanto el Banco Cen-
tral no dicte dicha reglamentación, 
son los jueces los que “a su sana 
discreción” deberán fijar las tasas 
de interés aplicables29. 

Llegados a este punto, se impone 
preguntarnos: ¿qué ocurre cuan-
do las tasas bancarias que se fijan 
son superadas por el índice de in-
flación?

Si consultamos en la Agenda Eco-
nómica las tasas bancarias de uso 
común (ver tabla) en el período que 
transcurre entre el 01/08/22 al 
31/07/23, puede observarse en la ta-
bla de la derecha lo siguiente:

Tasas NBSF

Tasa pasiva NBSF sumada 70,90%

Tasa pasiva NBSF 
capitalizada

99,00%

Tasa activa NBSF sumada 44,20%

Tasa activa NBSF capitalizada 54,40%

Tasa promedio entre activa 
y pasiva NBSF sumada

57,60%

Tasa promedio entre activa  
y pasiva NBSF capitalizada

75,40%

Doble tasa  promedio entre 
activa y pasiva NBSF sumada

115,10%

Doble tasa  promedio 
entre activa y pasiva NBSF 

capitalizada
199,90%

Tasas BNA

Tasa pasiva BNA sumada 78,80%

Tasa pasiva BNA capitalizada 114,40%

Tasa activa BNA sumada 87,20%

Tasa activa BNA capitalizada 131,80%

Tasa promedio entre activa y 
pasiva BNA sumada

83,00%

Tasa promedio entre activa y 
pasiva BNA capitalizada

123,00%

1 ½ activa  BNA sumada 130,70%

1 ½ activa  BNA capitalizada 245,50%

Inflación según precios 
del consumidor

113,40 % 
según el 

Indec
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Tal como puede verificarse, la mayor 
parte de las tasas bancarias esta-
blecidas, no llegan a cubrir el índice 
inflacionario alcanzado durante el 
último año.

Así las cosas, entendemos que en 
tales condiciones, cobran relevancia 
las figuras que permiten adecuar las 
condenas judiciales al principio de 
realidad económica.

V. La realidad económica como 
pauta orientadora en dos 
supuestos concretos

5.1. Ajuste del límite de la póliza de 
seguros

En el ámbito de la reparación civil, en 
los últimos años se han replicado los 
planteos de actualización de los lími-
tes de cobertura asegurativa.

La depreciación monetaria deteriora 
la cuantía nominal de las pólizas, y al 
momento de la condena, se ve afec-

tado el patrimonio del asegurado y la 
garantía de la víctima.

Estos planteos han sido admitidos 
por nuestra jurisprudencia.

   5.1.1. La Sala I de la Cámara en lo 
Civil y Comercial de Rosario se pro-
nunció en este tema con sólidos argu-
mentos en la causa “Márquez”30. En el 
caso, se trataba del ajuste del límite 
de cobertura de un seguro por mala 
praxis médica.

El fallo tuvo en cuenta la notoria de-
preciación del signo monetario ocu-
rrida durante el tiempo de tramitación 
del proceso y se preguntó quién debía 
cargar con los costos de la demora, 
concluyendo que sería irrazonable 
imponérselo al asegurado.

Con cita de los precedentes “Buffo-
ni”31 y “Flores”32 de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, no verificó 
abusividad de la cláusula de límite de 
cobertura. Destacó que el monto com-
prometido en el juicio a la fecha de 

demanda, no excedía la suma asegu-
rada. Sostuvo que de haberse abona-
do el seguro de inmediato, el límite de 
cobertura hubiera resultado suficien-
te para cubrir el siniestro asegurado. 
Y que la cuestión puesta en juego no 
se trataba de la oponibilidad del límite 
de cobertura, sino de los efectos que 
tiene el transcurso del tiempo en la 
operatividad de la cláusula de limita-
ción cuantitativa de la cobertura.

Puntualizó que el conflicto radica en 
el desfasaje temporal entre la delimi-
tación cuantitativa del riesgo al tiem-
po de contratar, y la fecha en que se 
fija el valor de la indemnización, al 
momento del dictado de sentencia.

Con cita al fallo “López Alcides”33, dic-
tado por la Sala II de la Cámara Civil y 
Comercial de Santa Fe indicó: “… para 
que dicha decisión guarde coherencia y 
razonabilidad en todos sus aspectos, la 
cobertura del seguro debe adecuarse a 
los valores que estuvieren vigentes a 
la hora de resolver, o más precisamen-
te, al momento del pago, ya que de lo 
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contrario, se incurriría en autocontra-
dicción … se otorgaría la indemnización 
a valores actuales pero la responsabili-
dad de la aseguradora a valores histó-
ricos, sin lugar a dudas, depreciados”.

Entonces, verifica que dado el trans-
curso del tiempo y la erosión de la re-
levancia cuantitativa de la suma ase-
gurada por el fenómeno inflacionario, 
la cláusula de límite de cobertura, se 
tornó abusiva.

Desestima que la posibilidad de 
ajustar el límite de cobertura pueda 
impactar en la ecuación económica 
del contrato34.

Postula que el mecanismo para ajus-
tar el límite de cobertura debe tener 
en cuenta la tasa que fija la Super-
intendencia de Seguros de la Nación 
para actualizar todos los pasivos, 
publicada por dicho organismo, y que 
la misma surge de promediar las va-
riaciones mensuales del IPC (índice 
de precios al consumidor), de la tasa 
activa cartera general nominal anual 

vencida a 30 días del BNA y la tasa 
pasiva del BCRA. Dado que este pro-
medio entró en vigencia en forma re-
ciente, no puede aplicarse al contrato 
objeto de autos, del año 2009.

Entiende que para supuestos vincu-
lados a seguro automotor, los límites 
serán los publicados por la Superin-
tendencia de Seguros de la Nación, 
para seguros en dicha rama.

En el caso, tratándose de una póli-
za por responsabilidad civil médica, 
y de un seguro voluntario, en tren 
de hallar una referencia que per-
mita brindar razonable solución, se 
deberá ajustar la póliza de acuerdo 
con los límites únicos y uniformes de 
cobertura que se fijan para el seguro 
voluntario del automotor.

En consecuencia, dispone que el lí-
mite de cobertura histórico pactado 
entre las partes, reciba un incremen-
to proporcional al que tuvo, entre la 
fecha del contrato de seguro y la del 
efectivo pago, el límite máximo de co-

bertura establecido por la SSN para el 
caso de seguro voluntario para vehí-
culos automotores (art. 8 Resolución 
766/2021 de la SSN). “Tal será la ade-
cuación que deberá hacerse a la suma 
nominal asegurada en la póliza y que 
deberá ser determinado en la etapa de 
ejecución de la sentencia”35.

Como puede observarse, la Sala I, ha 
anclado sus argumentos en el princi-
pio de realidad económica y propues-
to un método de ajuste anudado a las 
variaciones en los límites de cobertu-
ra que publique la autoridad de con-
trol (Superintendencia de Seguros de 
la Nación), de modo de objetivar las 
pautas de ajuste de límites para cual-
quier contrato de seguro, más allá de 
los de automotores.

   5.1.2. En la misma línea, la Sala II 
de la Cámara de Apelaciones en lo Ci-
vil y Comercial de Rosario, en la causa 
“Truckers SRL”36 y en base al principio 
de realidad económica, decidió actua-
lizar el tope de cobertura del seguro 
pactado. Tuvo en cuenta que: “... la de-
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cisión de la aseguradora de no pagar al 
momento de la ocurrencia del siniestro 
podría constituir un beneficio a su fa-
vor, licuando de tal manera la obligación 
contractual que oportunamente asumie-
ra de mantener indemne el patrimonio 
del asegurado. Por lo tanto, se entiende 
que a la luz de los principios de buena 
fe, abuso del derecho y de la reparación 
integral, así como de la función social 
del seguro, no puede desconocerse la 
realidad económica que rodea al caso, 
siendo lógico y razonable que la cuan-
tía deba determinarse en oportunidad 
de efectuarse la correspondiente liqui-
dación en la etapa de la ejecución de la 
sentencia. Y esto debe ser así, ya que se 
incurriría en una evidente contradicción 
si la cobertura del seguro queda inmo-
vilizada a la etapa de contratación de la 
póliza” (el destacado no se encuentra 
en el original). Bajo estos lineamien-
tos, entendió que la oponibilidad del 
límite de cobertura deberá ajustarse a 
los valores vigentes para una cobertu-
ra similar a la que es objeto del pleito, 
al momento del efectivo pago por par-
te de la aseguradora demandada.

   5.1.3. La Cámara de Apelaciones en 
lo Civil y Comercial de Santa Fe Sala 
II, en la causa “Fissore”37 dispuso el 
ajuste del límite de cobertura anuda-
do al límite vigente establecido por la 
Supertintendencia de Seguros de la 
Nación al tiempo de la sentencia para 
la misma clase de seguro.

   5.1.4. La Sala III, de la Cámara de 
Apelaciones en lo Civil y Comercial de 
Santa Fe actualizó el límite de cober-
tura, teniendo en cuenta que debían 
precisarse los alcances de la cober-
tura ajustándolos a la realidad eco-
nómica imperante, en la causa “Goro-
sito Blanca c/Centro de Emergencias 
Médicas”38. Este pronunciamiento fue 
confirmado por la Corte Suprema de 
Justicia de Santa Fe39 mediante sen-
tencia del 30/11/21. En esta oportu-
nidad, el Máximo Tribunal Provincial 
sostuvo que la hermenéutica pro-
puesta por los juzgadores se instala 
lisa y llanamente dentro de los lími-
tes de razonabilidad y logicidad tole-
rados por el ordenamiento normativo 
vigente, sin que se logre demostrar 

en concreto un supuesto de arbitra-
riedad. En esta inteligencia, convalidó 
que el Tribunal haya concluido que 
no resultaría razonable ni ajustado a 
derecho conservar el límite nominal 
de cobertura plasmado en la póliza, 
proponiendo que el tope de cobertu-
ra histórico pactado entre las partes 
reciba un incremento proporcional al 
que tuviere entre la fecha del hecho 
dañoso y la del efectivo pago el límite 
de cobertura por muerte e incapaci-
dad total por persona para los contra-
tos de seguro de responsabilidad civil 
obligatorio que establezca la Super-
intendencia de Seguros de la Nación.

  5.1.5. Un interesante pronuncia-
miento emitido por la Sala III de la 
Cámara de Apelaciones en lo Civil 
y Comercial de Rosario, analizó la 
cuestión en una causa en la que se 
cuestionaba el límite nominal de una 
póliza de seguro por responsabilidad 
profesional de un escribano en la cau-
sa “Bracalenti Roberto c/Chaine Fran-
cisco”40. Luego de ponderar que ha-
bían transcurrido casi 20 años desde 
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la fecha de delimitación cuantintativa 
del riesgo, y los hechos generado-
res de responsabilidad, que por otra 
parte los daños se justipreciaban en 
tiempo actual, no era razonable eje-
cutar la garantía a valores nominales. 

Concluyó que mantener a ultranza el 
límite nominal de cobertura conteni-
do en la póliza importaría tanto como 
avalar una significativa deducción de 
los alcances del riesgo asegurado y 
desnaturalizar la función económi-
co social del contrato de seguro, por 
efecto de la persistente depreciación 
de la moneda nacional en el trans-
curso del tiempo.

Para proceder a la recomposición del 
límite de cobertura, ordenó que al 
momento del efectivo pago, se tendría 
como límite máximo de cobertura el 
seguro de responsabilidad civil tipo o 
modelo que el Colegio de Escribanos 
de la Segunda Circunscripción de la 
Provincia de Santa Fe contrata para 
los escribanos del Registro actuantes 
en su ámbito territorial.

  5.1.6. Por su parte, la Sala IV de la 
Cámara de Apelaciones en lo Civil 
y Comercial de Rosario, en la causa 
“Lorca Agustín c/Compañía de Segu-
ros La Mercantil Andina S.A.”41 conva-
lidó el ajuste de cobertura dispuesto 
por el a quo, para la indemnización que 
debía abonar la aseguradora por des-
trucción total de un rodado. El Tribunal 
realizó un repaso por los precedentes 
jurisprudenciales, destacando que no 
podía prescindirse de la realidad eco-
nómica que se vive en nuestro país, 
“caracterizada por la notoria desvalo-
rización de nuestra moneda, merced 
al proceso inflacionario que se ha ace-
lerado en los recientes años”. Postula 
como método adecuado para “estable-
cer la equivalencia entre el monto histó-
rico plasmado en el contrato y el límite 
que actualmente representa análoga 
posibilidad económica”, el utilizado por 
la Sala I de la Cámara de Apelaciones 
en lo Civil y Comercial de Rosario en la 
causa “Márquez”42 .

Como puede observarse, el hilo 
conductor en todos los fallos, es el 

desfasaje entre el monto nominal 
contratado, y los importes de con-
dena, por el transcurso del tiempo, 
a la luz de la realidad económica 
imperante, afectada por el incre-
mento de la inflación.

5.2. La regla de la Cosa Juzgada

En el actual contexto, otro aspecto de 
esta problemática que ha desperta-
do grandes interrogantes, radica en 
la aplicación de los mecanismos de 
ajuste por inflación y la afectación a 
la cosa juzgada, como presupuesto 
ineludible de la seguridad jurídica.

El interrogante es: ¿cómo juegan la 
regla de la cosa juzgada y la estabi-
lidad de las decisiones jurisdicciona-
les, en épocas de alta inestabilidad 
económica?

Nuestro Máximo Tribunal Nacional, si 
bien se ha pronunciado sobre la cues-
tión, no ha delineado una línea juris-
prudencial uniforme.
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Como principio general, puede ob-
servarse que la Corte, ha mantenido 
el carácter “inmutable e inimpugnable 
de la cosa juzgada”, sosteniendo que 
los términos en los que queda plan-
teada la litis, fijan la jurisdicción del 
magistrado, sin que puedan admitir-
se pronunciamientos que en la etapa 
ejecutiva, se aparten de los términos 
de sentencias pasadas en autoridad 
de cosa juzgada43. 

No obstante ello, a fin de resguardar 
el derecho de propiedad de los par-
ticulares sin cercenar la regla de la 
cosa juzgada, ha sostenido que: “no 
obsta a la actualización monetaria el 
hecho de que la sentencia haya pasado 
en autoridad de cosa juzgada, cuando 
por razones atribuibles al deudor la 
condena no es cumplida en tiempo”44.

En esa misma línea de razonamiento, 
el Alto Tribunal Nacional expuso que: 
“No son inconstitucionales las normas 
que sin desconocer la sustancia de una 
decisión judicial, sólo actualizan el mon-
to de la condena, ya que lejos de menos-

cabar la autoridad de la cosa juzgada 
tienden a salvaguardar su justicia”45.

Luego, en el mismo orden de ideas, en 
la causa “Dagata”, el Máximo Tribunal 
enfatizó que: “la cosa juzgada busca 
fijar definitivamente no tanto el texto 
formal del fallo, cuanto la solución real 
prevista por el juzgador a través de 
aquél”, y, por aplicación de tales pau-
tas jurisprudenciales sostuvo que la 
aplicación inmediata de la ley 21.297, 
no anulaba el pronunciamiento so-
bre el derecho litigioso contenido en 
la sentencia, ni privaba a ésta de su 
eficacia jurídica, a poco que se repare 
en que tenía como objeto actualizar el 
monto de la condena de una manera 
que el legislador consideró adecuada 
a la realidad46.

En base a tales consideraciones, la 
Corte manifestó que conspiran y des-
truyen la institución de la cosa juzga-
da, aquellas soluciones que antes de 
preservar la solución real prevista en 
el fallo, buscan amparar la literalidad 
de su texto, indicando que: “La actua-

lización del importe de la condena fija-
da en el fallo no compromete sino que 
preserva la autoridad de la cosa juzga-
da, pues lo que se busca fijar definiti-
vamente no es tanto el texto formal del 
pronunciamiento cuando la solución 
real adoptada por el juez en su pronun-
ciamiento, la cual resultaría frustrada 
de no efectuarse el reajuste cuando, por 
culpa del deudor, aquél no es cumplido 
a su debido tiempo” (Fallos 308:2376, 
con mención de fallos “Nofal” Fallos: 
300:777; “Favre” Fallos: 301:104 y 
“Cabot” Fallos: 307:263)47.

A distinta conclusión arribó la Corte 
en la causa “Asociación de Usuarios 
y Consumidores de la Provincia de 
Corrientes”, en la que tuvo por vulne-
rada la cosa juzgada en una causa en 
la que se había modificado la decisión 
del inferior que originariamente orde-
naba devolver a la actora lo facturado 
en exceso en tres cuotas, y, en la eta-
pa ejecutiva, convalidó su devolución 
en doce cuotas. Sostuvo a su vez que 
el juez se había apartado de la deci-
sión originaria, razón por la cual or-
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denó revocar la sentencia impugnada 
y tener por configurada la “afectación 
a la garantía de la cosa juzgada de rai-
gambre constitucional”. Así, afirmó 
que se habían desconocido resolucio-
nes anteriores firmes en afectación 
de “derechos de defensa en juicio y 
de propiedad de la actora”48.

En el ámbito de la Provincia de Santa 
Fe, la Corte Suprema local, ha resuelto 
planteos relacionados con reajustes 
de montos de condena y su inciden-
cia en la cosa juzgada, convalidando, 
-en salvaguarda del artículo 17 de la 
Constitución Nacional-, los pedidos de 
actualización de créditos cuyo valor 
se haya visto disminuido por efectos 
de la depreciación monetaria, por de-
moras ilegítimas de quienes habían 
permanecido como deudores.

En concreto, la Corte local in re “Cré-
ditos Argentinos”, sostuvo que el a quo 
había prescindido de la jurisprudencia 
del más Alto Tribunal de la Nación y 
de la doctrina, que autorizaba el rea-
juste del monto de la condena por no 

estar sujeto a la preclusión ni resultar 
conculcatorio de la regla de congruen-
cia y de la cosa juzgada, “ello teniendo 
en cuenta que el reajuste sólo importa 
mantener el equilibrio de las prestacio-
nes de manera tal de conservar incó-
lume el derecho de propiedad, máxime 
cuando el deudor ha sido remiso en el 
cumplimiento de la sentencia”49.

Sin perjuicio de ello, en un reciente 
pronunciamiento “Bangerter”, la Cor-
te local ha considerado afectada la 
cosa juzgada por haber cambiado la 
Cámara la tasa de interés fijada por 
el juez de primera instancia, en razón 
de que el Tribunal se había excedido 
en el ejercicio de sus atribuciones, 
afectando así el principio de inmu-
tabilidad de la sentencia, desde que 
había modificado una tasa de interés 
que se encontraba firme y consentida 
por las partes. En definitiva, concluyó 
afirmando: “luce nítida la violación al 
principio de la 'cosa juzgada'”50.

En suma, las pautas precedentemen-
te expuestas conducen a concluir 

que, frente a supuestos en los que el 
incumplimiento de la prestación de 
condena conculque el derecho de pro-
piedad de los particulares, no resulta 
irrazonable la aplicación de mecanis-
mos de ajuste que preserven la intan-
gibilidad del monto de la condena, sin 
que ello implique -claro está- afecta-
ción de la cosa juzgada mientras no 
se verifique en sustancia el aparta-
miento de la solución real del fallo.

VI. Contornos normativos 
y pautas jurisprudenciales 
aplicables a supuestos de ajustes 
en las cuantías de condena

Podemos señalar que el incierto pre-
sente económico nos lleva a repensar 
algunos de los criterios anteriormen-
te reseñados a la luz de precedentes 
jurisprudenciales y normativa vigente.

En efecto, nuestro sistema normativo 
contiene figuras aptas para corregir dis-
torsiones que lleven a la aplicación de 
soluciones divorciadas de la realidad.
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En el año 1993 se dictó la Ley 24.283 
llamada de “desindexación”. Este pre-
cepto cuenta con tan solo un artículo 
y conserva vigencia al día de hoy: “Art. 
1: Cuando deba actualizarse el valor de 
una cosa o bien o cualquier otra presta-
ción, aplicándose índices, estadísticas u 
otro mecanismo establecidos por acuer-
dos, normas o sentencias, la liquidación 
judicial o extrajudicial resultante no po-
drá establecer un valor superior al real y 
actual de dicha cosa o bien o prestación, 
al momento del pago. La presente nor-
ma será aplicable a todas las situacio-
nes jurídicas no consolidadas”.

Se ha expresado que dicha norma 
introdujo a nuestro ordenamiento ju-
rídico la teoría del realismo económi-
co51. El legislador tuvo por objeto mo-
rigerar las iniquidades que generaba 
la aplicación de índices matemáticos 
para créditos anteriores a la Ley de 
Convertibilidad. La doctrina ha sos-
tenido, con respaldo en precedentes 
de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, que la norma es apta no solo 
para morigerar importes, sino tam-

bién para elevarlos, cuando los mis-
mos signifiquen arribar a situaciones 
injustas o apartadas de la realidad 
económica52.

María Clarisa Badaloni extrae cuatro 
principios de los precedentes juris-
prudenciales del Máximo Tribunal, 
que a continuación sintetizamos:

1) No prescindir de la realidad eco-
nómica al momento del fallo. En con-
secuencia, si se aplicasen tasas de 
interés que importen arribar a resul-
tados irrazonables, el juez se estaría 
marginando de la realidad económica 
e incurriendo en un supuesto de arbi-
trariedad.
2) Si la aplicación de fórmulas mate-
máticas importa arribar a soluciones 
injustas, debe primar la realidad, que 
debe estar por encima de fórmulas 
abstractas.
3) Es deber de los magistrados pon-
derar de manera concreta el resulta-
do al que arriba.
4) La demostración práctica de la des-
naturalización del contenido económi-

co del crédito, lo torna irrazonable53.

En resumidas cuentas, la intención 
del legislador de prevenir iniquidades 
producto de resultados desproporcio-
nados, debe operar tanto en favor de 
deudores como de acreedores.

El Código Civil y Comercial de la Na-
ción regula en el art. 77154, la potes-
tad de los jueces para reducir inte-
reses, cuando el resultado que se 
obtenga exceda “sin justificación y 
desproporcionadamente” el costo me-
dio del dinero. Este precepto incorpo-
ra a nuestro juicio, otra herramienta 
que recepta el principio de “realidad 
económica” en favor del deudor. Se 
ha afirmado en relación a esta norma 
que: “... si bien la resolución que fija in-
tereses tiene autoridad de cosa juzgada 
su cuantificación se puede modificar a 
posteriori. Ello es así por la función que 
cumplen los intereses en la actualidad, 
y, en definitiva, la modificación de la 
tasa de interés no afecta la cosa juz-
gada, debiendo entenderse provisional 
y – por ende – permite ello a los jueces 
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adecuarlos a las condiciones económi-
cas imperantes, si es que se han produ-
cido mutaciones de importancia”55.

En el orden jurisprudencial, se advier-
te que en períodos de alta inflación o 
volatilidad económica, nuestros Tri-
bunales dictaron pronunciamientos, 
incluso aparentemente antagónicos, 
tendientes a corregir las distorsio-
nes. De este modo, la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, en la causa 
“Mieres vda de Rodríguez”56, dispu-
so que el acreedor había sufrido una 
grave e importante reducción de un 
crédito como consecuencia de la hi-
perinflación. En cambio, en el caso 
“García Vázquez”57 entendió que la 
aplicación de los índices de los perío-
dos de hiperinflación más la capitali-
zación admitida por la jurisprudencia 
plenaria, habían incrementado des-
proporcionadamente el crédito. “En 
ambos supuestos la Corte Suprema 
equilibró los excesos matemáticos y 
pese a la cosa juzgada compensó los 
resultados absurdos, retornando las 
prestaciones a un patrón razonable”58.

En el ámbito local, nuestro Alto Tribu-
nal, también ha recurrido el principio 
de realidad económica a fin de impe-
dir situaciones de despojo patrimo-
nial: “... el realismo que debe orientar 
el razonamiento de los jueces por un 
lado se traduce en la directiva de evi-
tar conducir los procesos 'en términos 
estrictamente formales' y con desa-
tención hacia los hechos que exhiben 
relevancia para la suerte del litigio, y 
se vincula por el otro, con la descali-
ficación que merecen aquellos fallos 
que se apartan injustificadamente de la 
realidad económica del caso y no pon-
deran sus consecuencias patrimonia-
les (Fallos 318:1217 y 1346:319:351: etc.), 
consagrando soluciones que significan 
desconocer la garantía – de igual gra-
do que la de los acreedores – que les 
asiste a los deudores de no ser priva-
dos ilegítimamente de su propiedad al 
verse obligados a afrontar – con sus 
patrimonios – el pago de sumas exorbi-
tantes, para cuya percepción no existi-
ría un título válido (arg. Fallos: 320:495; 
“Provincia de Santa Cruz v. Nación Ar-
gentina”)”59.

Cobran relevancia asimismo otros 
institutos contenidos en el Código Civil 
y Comercial de la Nación, como la fi-
gura del enriquecimiento sin causa60, 
abuso de derecho61, preservación del 
derecho de propiedadl62, reparación 
integral63, principio de realidad eco-
nómica. Estas figuras operan como la 
otra cara de la moneda de la facultad 
morigeradora contenida en el art. 771 
del C.C. y C.N.

En síntesis, cuando se demuestre que 
por aplicación de tasas de interés o 
abstractas fórmulas matemáticas, se 
ha afectado ostensiblemente y más 
allá de toda razonabilidad la sustan-
cia del derecho reconocido, o se arribe 
a resultados absurdos que consagren 
palmarias iniquidades, afectando el 
derecho de propiedad, tanto el deudor 
como el acreedor, podrán solicitar el 
ajuste de los importes en juego.

7. A modo de cierre

El proceso de recrudecimiento infla-
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cionario ha obligado a los operado-
res jurídicos a repensar los alcan-
ces de la cosa juzgada, y el principio 
de nominalismo atenuado estableci-
do por el Código Civil y Comercial de 
la Nación.

Esto significa que no obstante la fa-
cultad de los jueces para determi-
nar tasas de interés con una clara 
función de recomposición del ca-
pital, si al momento de liquidar la 
deuda emerge que las tasas fijadas 
resultan insuficientes para cumplir 
tal función, podrá la parte interesa-
da, formular el planteo y requerir 
un ajuste de dichas tasas o de las 
cuantías involucradas.

En esta tarea, será ineludible, ante 
planteos de este calibre, ponde-
rar las circunstancias del caso, 
el contexto económico y social, y 
recurrir al menú de instrumentos 
contenidos en el ordenamiento ju-
rídico, que aportarán una solución 
a fin de salvaguardar la justicia 
del caso. ■
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